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JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE 

CONTROL DE GARANTIAS DE BUCARAMANGA 
 

68-001-40-71-003-2025-00026-00 
 

Bucaramanga, mayo veintidós (22) de dos mil veinticinco (2025). 
 

Cúmplase lo dispuesto por el señor Juez Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con 
Funciones de conocimiento, quien, mediante auto fechado del 20 de mayo del año en curso 
y notificado el día 21 del mismo mes y año, decretó la nulidad de todo lo actuado a partir de 
auto del 11 de abril de 2025, sin perjuicio de la validez de las pruebas incorporadas.  
 
Así las cosas, avóquese nuevamente el conocimiento de la Acción de Tutela presentada 
por DANIELA ANDREA BENAVIDEZ AGUILERA identificada con la cédula de ciudadanía 
número 1.010.244.272 de Bogotá y promovida en contra de la UNIVERSIDAD LIBRE por la 
presunta vulneración al debido proceso, igualdad y trabajo; ordenándose vincular a la 
COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 
DE LA AERONAUTICA CIVIL -AEROCIVIL y a las personas aspirantes al empleo 
denominado PROFESIONAL AERONÁUTICO II, Código 41, Grado 17, identificado con el 
código OPEC 209853, conforme a la orden emitida en segunda instancia.  
 
Con el fin de que se ejerzan el Derecho de contradicción, notifíquese la presente decisión 
tanto a la accionante como a cada una de las entidades accionadas y vinculadas. Súrtanse 
los traslados de rigor por el término de cuarenta y ocho (48) horas para que se pronuncien 
sobre los hechos y pretensiones y así mismo, alleguen las pruebas que tengan en su poder.  
 
Por otra parte el Despacho ordena REQUERIR a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO 
CIVIL y a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE LA AERONAUTICA CIVIL -
AEROCIVIL, que, a partir de la notificación del presente auto, notifiquen personalmente y 
corran traslado del escrito de tutela y auto admisorio a los aspirantes del empleo 
denominado PROFESIONAL AERONÁUTICO II, Código 41, Grado 17, identificado con el 
código OPEC 209853; informándoles que se les otorga el término de UN (1) DÍA, contado 
a partir de la notificación del presente auto, para que, si lo consideran pertinente, se 
manifiesten y alleguen los documentos en ejercicio de sus derechos de defensa y 
contradicción. Las entidades deben allegar los respectivos soportes a la mayor brevedad, 
entendiendo que se trata de una acción constitucional.  
 
Asimismo, se ordena a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL y a la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE LA AERONAUTICA CIVIL -AEROCIVIL para que 
publiquen en sus páginas web oficiales, el escrito de tutela y auto admisorio, con el fin que 
los interesados en la misma conozcan su contenido y si es su voluntad se pronuncien al 
respecto, para cuyos efectos se les otorga el término de UN (1) DÍA, contado a partir de la 
publicación en las respectivas páginas. Las entidades deberán allegar al día siguiente de 
su publicación los respectivos soportes. 
 
Igualmente, se ordena a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL y a la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE LA AERONAUTICA CIVIL -AEROCIVIL que alleguen la 
lista de los aspirantes al cargo indicado, relacionando nombre, cédula y correo electrónico.  
 

Auto firmado a la hora de las 8:19am fecha ut supra. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
GERMÁN DARÍO ARENAS OBREGÓN 

Juez 



Bucaramanga, 04 de marzo de 2025 

 

Señor 

JUEZ REPARTO 

E.S.D. 

 

Asunto: ACCIÓN DE TUTELA. 

 

DANIELA ANDREA BENAVIDES AGUILERA, mayor de edad y residenciada en el Municipio de 

Bucaramanga, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, de forma respetuosa acudo 

ante su despacho para interponer acción de tutela contra la UNIVERSIDAD LIBRE, por la violación al 

núcleo esencial de mis derechos fundamentales, al trabajo, al debido proceso y a la igualdad por los 

siguientes hechos: 

 

HECHOS. 

 

PRIMERO: Me encuentro participando en el proceso de seleccion N.° 2509 Aerocivil Primera Fase, para 

el cargo con OPEC No. 209853 en el cual ya pase la primera etapa de evaluación de competencias básicas 

y funcionales, y competencias comportamentales y la segunda etapa de requisitos mínimos, y actualmente 

el proceso se encuentra en la etapa de valoración de antecedentes. 

 

SEGUNDO: El día 24 de enero de 2025 la Universidad Libre, actuando como operador del proceso de 

selección N.° 2509 Aerocivil Primera Fase, publicó en el aplicativo SIMO los resultados preliminares de 

la prueba análisis de antecedentes. 

 

TERCERO: En dicha publicación del análisis de antecedentes, identifiqué una inconsistencia en mi 

puntuación de educación informal, y en la puntuación de la experiencia, ya que no me tuvieron en cuenta 

el certificado del diplomado en MIPG y los 7 meses y 6 días de experiencia profesional soportada en las 

certificaciones del consultorio jurídico y la de la Alcaldía de Bucaramanga que no me validaron 

completamente en el periodo comprendido entre el 19 de septiembre de 2022 y 30 de diciembre de 2022. 

 

• EDUCACIÓN NO FORMAL.  

Revisada la valoración de antecedentes en el ítem relacionado con la educación no formal se 

observa la siguiente inconsistencia:  

 

✓ No se me tuvo en cuenta el diplomado de 159 horas en MIPG - Modelo Intrgrado de 

Planeación y Gestión, desarrollado por la ESAP. Argumentando que el mismo no tenía que 

ver con las fucniones del cargo, lo cual no es cierto, ya que una de las funciones del cargo 

al que apliqué advierte que el profesional debe APOYAR EN LAS ACTIVIDADES 

ENCAMINADAS AL MEJORAMIENTO CONTINUO DE LOS ASUNTOS DE SU 

COMPETENCIA, EN EL MARCO DE LA IMPLEMENTACION Y 

SOSTENIBILIDAD DEL MODELO INTEGRADO DE PLANEACION Y 

GESTION, Y FRENTE A LOS HALLAZGOS DERIVADOS DE LAS AUDITORIAS 



INTERNAS Y EXTERNASAPOYAR EN LAS ACTIVIDADES ENCAMINADAS AL 

MEJORAMIENTO CONTINUO DE LOS ASUNTOS DE SU COMPETENCIA, EN EL 

MARCO DE LA IMPLEMENTACION Y SOSTENIBILIDAD DEL MODELO 

INTEGRADO DE PLANEACION Y GESTION, Y FRENTE A LOS HALLAZGOS 

DERIVADOS DE LAS AUDITORIAS INTERNAS Y EXTERNAS. Ver pantallazo de la 

OPEC publicado en el aplicativo SIMO. Anexo copia del certificado del diploma y manual 

de funciones donde se especifica dicha función. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

• EXPERIENCIA  

Una vez revisada la valoración de antecedentes relacionada con el ítem experiencia profesional, se 

evidencian dos inconsistencias en dicha valoración:  

 

✓ No me tuvieron en cuenta el total de la certificación expedida por la Alcaldía de 

Bucaramanga periodo 19 de septiembre de 2022 – 30 de diciembre de 2022, solo me 

tuvieron en cuenta desde el 25 de octubre de 2022 (posterior a la obtención del título), es 

decir me está haciendo falta 1 mes y 6 días que se contabilizan desde el 19 de septiembre 

de 2022 hasta el 24 de octubre de 2022.  

 

✓ No me tuvieron en cuenta la experiencia adquirida en el Consultorio Jurídico el cual se 

llevó a cabo en la Universidad Externado de Colombia desde el mes de julio de 2020 al 

mes de julio de 2021, según certificación expedida por la misma Universidad, el rechazo 

de esta experiencia se dio bajo el argumento de que "El documento aportado no es válido 

para la asignación de puntaje en el ítem de Experiencia, por cuanto corresponde a 

experiencia anterior a la obtención del título profesional." 

 

CUARTO: Ante la inconsistencia de mi evaluación, reclamé al operador del concurso (ESAP) en la fecha 

estipulada para hacer dichas reclamaciones en el aplicativo SIMO (reclamación hecha con fecha de 27 de 

enero de 2025 y anexada a este comunicado). Solicitud en la que le hice ver a la Institución Educativa,  lo 

mencionado en el hecho tercero. 

 

QUINTO: Ante mi reclamación el operador del concurso (Universidad Libre) respondió el día 21 de 

febrero de 2025, negando mi solicitud de recalificación del puntaje de mi hoja de vida o valoración de 

antecedentes (respuesta que anexo a esta comunicación). Su negativa a mi solicitud de revisión y 



puntuación del diplomado MIPG y la experiencia profesional, se basó en un análisis errado. A 

continuación el análisis de las razones que dio el operador del concurso: 

 

Argumento de la universidad frente a la valoración del diplomado MIPG: 

 

Respecto a su petición de validar el curso en MIPG- Modelo Integrado de Planeación y 

Gestión, nos permitimos indicarle que, durante la Prueba, se procedió a realizar el análisis 

pertinente, efectuando la comparación entre el documento aportado, con las funciones del 

empleo para el que concursa, denotando que, no fue posible evidenciar que la formación 

adquirida guarde relación con el empleo para la cual concursa, toda vez que este tiene como 

propósito “Gestionar las acciones jurídicas de las etapas precontractuales, contractuales y 

de supervisión requeridas en la ejecución de los programas y proyectos de la infraestructura 

y ayudas aeroportuarias, de conformidad con los procedimientos y políticas institucionales 

vigentes”. 

 

Así las cosas, al momento de realizar el análisis donde se busca la relación entre la educación 

y el empleo, es un eje fundamental el propósito y las funciones, puesto que es con ello que es 

dable establecer la similitud. Para su conocimiento, la CNSC mediante el “Criterio Unificado 

para Verificación de Requisitos Mínimos y prueba de Valoración De Antecedentes de los 

aspirantes inscritos en los Procesos de Selección que realiza la CNSC para proveer vacantes 

definitivas de cargos de carrera administrativa, del 18 de febrero de 2021, se estableció:  

 

“4.2. Valoración de la experiencia relacionada Cuando exista una sola función relacionada 

con alguna de las del empleo a proveer, será suficiente para entender cumplido el requisito 

de experiencia, siempre y cuando, la experiencia adquirida con la función o actividad 

desempeñada se relacione con alguna de las funciones misionales del empleo, y no con una 

genérica o transversal, que es común a varios empleos distintos entre sí. Para su 

conocimiento, se precisa que para establecer un vínculo de relación-similitud con el empleo, 

se debe enfocar puntualmente en las funciones misionales, las cuales están directamente 

encaminadas a la consecución del propósito del mismo.”  

 

Razones por las cuales lo anterior es una valoración errónea del operador del concurso: 

 

Teniendo como base las normas y documentos publicados del concurso como son: el Acuerdo 164 de2024, 

su Anexo Técnico, Resolución 0299 de 2021 o Manual especifico de funciones y competencial laborales específicas 

para profesionales de la  Aerocivil y la OPEC publicada en el aplicativo SIMO del concurso, no es comprensible 

porque el operador del concurso - la Universidad Libre de Colombia-, en su respuesta a mi reclamación publicada 

el 21 de febrero de 2025, insiste en no validar el diplomado de MIPG como educación informal válida para el perfil 

profesional al cual me presenté. Aunque el mismo apunte a generar competencias profesionales para una de las 

funciones específicas del cargo, como es la función 7. Tal como se observa en el pantallazo del manual de funciones 

anexo a esta comunicación.  

Imagen 1. Pantallazo Manual de Funciones Aerocivil OPEC 209853 



 

Si se analiza detalladamente el anexo del Acuerdo 164 del 29 de julio de 2024, acuerdo del concurso, que 

es norma obligada para las partes, claramente se establece que los cursos de educación informal que se tendrán en 

cuenta en la valoración de antecedentes son aquellos que están relacionados con todas o alguna de las funciones del 

respectivo empleo, en ninguna parte de dicho documento dice que se tendrán en cuenta solo las funciones 

misionales o centrales del cargo como lo pretende imponer el operador del concurso en su análisis de mis 

antecedentes, Ver pantallazos del acuerdo donde se establecen estos criterios. 

Imagen 2. Pantallazo del acuerdo del concurso donde se establece los criterios de valoración 

educación informal. 

 

Imagen 3. Pantallazo del acuerdo del concurso, acápite de valoración de antecedentes.  

 

 

La Universidad Libre de Colombia, en su análisis de valoración del certificado de educación informal -

diplomado de MIPG-, acoge un argumento por fuera de las documentos y reglas publicadas del concurso (el 

acuerdo y el anexo del concurso), asume de manera descontextualizada un concepto unificado de la CNSC de 

fecha febrero de 2021 el cual establece que: 

 

Cuando exista una sola función relacionada con alguna de las del empleo a proveer, será suficiente para 

entender cumplido el requisito de experiencia, siempre y cuando, la experiencia adquirida en la función o actividad 

desempeñada se relacione con alguna de las funciones misionales del empleo, y no con una genérica o 

transversal, que es común a varios empleos distintos entre sí 

 

Desde esta categoría de análisis, el operador del concurso analizó la pertinencia de mi educación informal 

diplomado MIPG. Un análisis que no se hizo desde los planteamientos del acuerdo y el anexo del concurso, 

sino desde una analogía que no va al caso. En tanto que el concepto dado por la CNSC, se estableció para valorar 

la experiencia relacionada y no la educación informal. Por lo anterior, dicho análisis no resulta transparente 

para todas las partes involucradas en el concurso; en tanto asume líneas de argumentación distintas a las expuestas 

en las reglas del concurso. Asume una categoría de análisis errónea, pues valoró educación informal desde la 

perspectiva de experiencia relacionada.  

 



Este análisis es un sesgo frente a la integralidad del acuerdo y el anexo del concurso, así como frente al 

Manual de funciones y la publicación de la OPEC 209853 del empleo, ya que el manual de funciones y la OPEC 

209853 publicada en SIMO se establecen 12 funciones del empleo y no 6 como pretende valorar de manera 

arbitraria, subjetiva y sesgada el operador del concurso. Tal como se observa en el pantallazo de la OPEC publicada 

en SIMO y anexo a esta comunicación. Siendo la función la relacionada con el certificado del diplomado de MIPG. 

Imagen 4. Pantallazo de las funciones de la OPEC209853 publicada en SIMO 

 

 

Ante lo expuesto, en lo que debió apoyarse el operador del concurso a la hora de hacer el análisis de mi 

educación informal, fue en las normas del concurso. En ese orden de ideas el certificado del diplomado en MIPG 

de 159 horas adelantado en la Escuela de Administración Pública. (ver pantallazo de certificado del diploma en 

MIPG). 

Imagen 5. Pantallazo certificado de diploma MIPG de la ESAP 

 

 

Dicha formación se relaciona directamente con el propósito del empleo el cual en el manual de funciones 

establece que es: “Gestionar las acciones jurídicas de las etapas precontractuales, contractuales y de supervisión 

requeridas en la ejecución de los programas y proyectos de la infraestructura y ayudas aeroportuarias, de 

conformidad con los procedimientos y políticas institucionales vigentes”. 

 

Siendo uno de los procedimientos centrales y vigentes de toda institución pública del orden nacional, el de 

mantener actualizado los sistemas de gestión (MIPG) como lo reafirma la función 7 del mismo manual de funciones 

para el cargo que me presenté. Ver pantallazo Manual de Funciones. 

 

 

 

 



Imagen 6. Pantallazo Manual de funciones.  

 

 

Con base a lo expuesto, solicito señor juez se me cambie la valoración de educación formal de 7.5 a 15 

puntos, validando para ello el certificado del diplomado de MIPG. 

 

Argumento de la universidad frente a la valoración del diplomado MIPG: 

 

“Por otro lado, con respecto a la certificación expedida por ALCALDIA DE 

BUCARAMANGA, es preciso indicar que dicho documento se validó únicamente desde (25-

10-2022) para la prueba de Valoración de Antecedentes, toda vez que, posee tiempo anterior 

a la obtención del título profesional solicitado por el empleo.  

 

Además, con respecto a la certificación expedida por UNIVERSIDAD EXTERNADO, es 

preciso indicar que dicho documento NO pudo ser tenido en cuenta para la prueba de 

Valoración de Antecedentes, toda vez que, posee tiempo anterior a la obtención del título 

profesional solicitado por el empleo. 

 

Ante lo cual, el Anexo del Acuerdo del Proceso de Selección que nos ocupa refiere:  

 

“3.1.1. Definiciones.  

(…)  

m) Experiencia Profesional: Es la adquirida a partir de la terminación y aprobación del 

pénsum académico de la respectiva Formación Profesional, en el ejercicio de las actividades 

propias de la profesión o disciplina exigida para el desempeño del empleo La experiencia 

adquirida con posterioridad a la terminación de estudios en las modalidades de Formación 

Técnica Profesional o Tecnológica, no se considerará Experiencia Profesional (Decreto 1083 

de 2015, artículo 2.2.2.3.7).  

(…)  

 

n) Experiencia Profesional Relacionada: Es la adquirida a partir de la terminación y 

aprobación del pénsum académico de la respectiva Formación Profesional, en el ejercicio de 

empleos o actividades que tengan funciones similares a las del empleo a proveer.” 

[Subrayado fuera de texto].  

 

Así mismo, el numeral 3.1.4 del precitado Anexo, indica:  



“(…) Por otra parte, si el aspirante pretende que se le contabilice la Experiencia Profesional 

a partir de la fecha de terminación y aprobación de las materias que conforman el programa 

cursado, debe adjuntar con su inscripción al proceso de selección, la certificación expedida 

por la respectiva institución educativa, en la que conste la fecha de terminación y aprobación 

(día, mes, año) de la totalidad del pénsum académico de dicho programa. En caso de no 

aportarse esta certificación al momento de la inscripción al empleo, esta experiencia se 

contabilizará a partir de la fecha de obtención del Título Profesional (el cual debe ser 

allegado en la misma etapa). En los casos en que el aspirante, para acreditar el requisito de 

Estudio, aporte únicamente la Tarjeta o Matrícula Profesional, pero ésta no contenga la fecha 

de grado, la Experiencia Profesional se contabilizará a partir de la fecha de expedición de la 

misma. Para los profesionales de la Salud, la Ingeniería y las Profesiones Afines o Auxiliares 

de esta última, se tendrá en cuenta lo dispuesto en el acápite de Definiciones del presente 

Anexo. (…)” [Subrayado fuera de texto].  

 

Por consiguiente, al evidenciar en el aplicativo SIMO que usted aportó para el presente 

proceso de selección el título Profesional, su experiencia profesional se contabilizó a partir 

de la fecha referida en el mencionado folio, siendo ésa el 25-10-2022.” 

 

Razones por las cuales lo anterior es una valoración errónea del operador del concurso: 

 

Certificado de Consultorio Jurídico Universidad Externado de Colombia.  

 

En la respuesta a mi reclamación el operador del concurso cae en error al no valorar mi experiencia del 

consultorio jurídico de la Universidad externado de Colombia como Experiencia Profesional, indicando que se 

realizó antes de obtener el título, toda vez que corta o fragmenta el literal m del numeral 3.1.4 del Anexo del 

concurso, dejando por fuera lo relacionado con experiencia previa que se le debe validar a menores de 28 años 

según artículo 2 de la Ley 2029 de 2020 reglamentada por el Decreto 952 de 2021, en el cual se menciona la práctica 

o servicio de los consultorios jurídicos como se aprecia en el pantallazo adjunto. 

 

Imagen 7. Pantallazo del anexo del concurso. Donde define lo de experiencia previa para menores de 

28 años. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Por lo anterior, solicito se me tenga en cuenta la experiencia previa del servicio del consultorio jurídico tal 

como lo establece la ley 2029 de 2020 y su decreto reglamentario 952 de 2021 el cual en su artículo 2.2.5.6.3 

establece que  

Imagen 8. Pantallazo de la resolución 952 de 2021. 

 

2.2 Certificado laboral Alcaldía de Bucaramanga.  

 

Este certificado no fue valorado en su totalidad bajo el argumento de que “posee tiempo anterior a la 

obtención del título profesional solicitado por el empleo.”, lo cual implica una concepción errada, toda 

vez que en múltiples ocasiones la Ley y la Comisión Nacional del Servicio Civil, han establecido que con 

el fin de promover la inserción laboral y productiva de los jóvenes, como es mi caso, se debe tener en 

cuenta como experiencia profesional, la experiencia obtenida previo a la obtención del título pero posterior 

a la terminación de materias, en el caso en concreto terminé materias en el mes de julio del año 2021, lo 

cual se puede acreditar verificando el inicio de mi judicatura (para iniciar es requisito indispensable 

haber terminado materias), como se puede observar en el acuerdo No. PSAA10-7543 de 2010 de la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, que establece lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO TRECE.- De los documentos que se deben presentar: El trámite de la solicitud 

para efectos de la acreditación de la judicatura debe contener debidamente enumerado y en 

orden cronológico, los cargos desempeñados con posterioridad a la a  terminación y 

aprobación de las materias que integran el pensum académico. Los documentos deberán 

allegarse debidamente clasificados y foliados, en el siguiente orden: 

(…) 

c) Original del certificado de terminación y aprobación de materias indicando fecha exacta 

(DIA/MES/AÑO). 

(…)” 

 

Adicionalmente, la Universidad Externado de Colombia en su pagina web también establece lo siguiente: 

 

“La judicatura es una opción de grado que puede realizar el estudiante de la facultad de 

Derecho cuando finaliza la totalidad de las materias que integran el plan de estudios. La 

entidad competente para evaluar su pertinencia y avalarla es el Registro Nacional de 

Abogados dependencia del Consejo Superior de la Judicatura, su práctica es 

reglada.”Subraya fuera del texto. https://www.uexternado.edu.co/judicatura-2/  

 

Así las cosas, teniendo en cuenta que en la certificación aportada por mí en el momento de la 

inscripción, se establece que inicié el 19 de septiembre de 2022 y terminé el 30 de diciembre de 

2022, y me tuvieron en cuenta solo desde el 25 de octubre de 2022, quedó haciendo falta que me 

validen 1 mes y 6 días. Anexo certificación. 

  

 

https://www.uexternado.edu.co/judicatura-2/


A continuación, los fundamentos jurídicos en los que soporto lo anteriormente mencionado.  

 

• Ley 2039 del 2020 ARTÍCULO 2. Equivalencia de experiencias. Con el objeto de establecer 

incentivos educativos y laborales para los estudiantes de educación superior de pregrado y 

posgrado, educación técnica, tecnológica, universitaria, educación para el trabajo y desarrollo 

humano, formación profesional integra/ del SENA, escuelas normales superiores, así como toda 

la oferta de formación por competencias, a partir de la presente ley, las pasantías, prácticas, 

judicaturas, servicio en los consultorios jurídicas, monitorias, contrato laborales, contratos de 

prestación de servicios, la prestación del Servicio Social PDET y la participación en grupos de 

investigación debidamente certificados por la autoridad competente, serán acreditables como 

experiencia profesional válida, siempre y cuando su contenido se relacione directamente con el 

programa académico cursado. Subraya y negrilla fuera del texto  

 

• Decreto 952 del 2021 ARTÍCULO 2.2.5.6.5. Certificación de experiencia adquirida por desarrollo 

de contratos laborales y contratos de prestación de servicios. Para acreditar la experiencia previa 

adquirida por contratos laborales y contratos de prestación de servicios, las autoridades encargadas 

del diseño y desarrollo de los concursos públicos de méritos, los directores de contratación y los 

jefes de talento humano o quienes hagan sus veces en las entidades públicas solo tendrán en cuenta 

las certificaciones de los contratos que expidan a su respecto las entidades contratantes. 

PARÁGRAFO 1. La certificación a que se refiere este artículo deberá incluir, al menos, los 

siguientes elementos: el nombre del trabajador o contratista, su documento de identificación, la 

fecha de inicio y de terminación del contrato, la jornada laboral (solo en el caso de los contratos 

laborales) y las funciones u obligaciones, según corresponda. 

 

En conclusión, la valoración de mis antecedentes debió hacerse de la siguiente manera a la luz de las reglas 

del concurso y a la normatividad colombiana. 

Experiencia Profesional Relacionada 

Empresa Fecha Tipo de 

experiencia 

meses días 

Cárcel penitenciaria de 

Bucaramanga 

2022-02-15 a 

2022 -08 -15 

profesional relacionada 6 meses 180 días 

Alcaldía de Bucaramanga 2022-10-25 a 

2022-12-30 

profesional relacionada 2 meses y 5 

días 

65 días 

Abogada María Eugenia 2022-12-31 a 

2023-02-28 

profesional relacionada 3 meses 90 días 

Alcaldía de Bucaramanga 2023-04-12 a 

2023 -05 -30 

profesional relacionada 1 mes y 18 

días 

48 días 

Total 383 días 

El concurso exige  360 días 

Restan 23 días 

(para 

incluirlo en 



experiencia 

profesional 

Puntos asignados 40 

 

 

Experiencia Profesional  

Empresa Fecha Tipo de experiencia meses días 

Universidad 

Externado de 

Colombia 

2022-02-15 a 

2022-08-15 

Profesional previa según anexo de la 

convocatoria y el ARTÍCULO 2.2.5.6.3 del 

Decreto 952 de 2021que reglamenta el 

artículo 2 de la Ley 2039 del 2020 

10 meses 

y 8 días 

308 

días 

Alcaldía de 

Bucaramanga 

2022-09-19 a 

2022-10-24 

Profesional obtenida después de haber 

terminado asignaturas, terminación 

soportada o certificada a través de soporte de 

inicio y terminación de judicatura que fue 

aceptada por el operador del concurso como 

experiencia profesional relacionada previa a 

la obtención del título1. 

Criterio expuesto en el Anexo de la 

convocatoria p. 16 

 

 

 

Y en el PARÁGRAFO 2 del Decreto 952 de 

2021. El reconocimiento de experiencia 

profesional válida previsto en este artículo 

únicamente operará si el estudiante ha 

culminado su programa formativo, siempre y 

cuando no se trate de los casos previstos en 

el artículo 128 de la Ley Estatutaria 270 de 

1996 

1 mes y 5 

días 

35 

días 

 
a. 1 Según ACUERDO No. PSAA10-7543 de 2010 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la judicatura 

uno de los documentos que se debe presentar para adelantar la adjudicatura es el “Original del certificado de 

terminación y aprobación de materias indicando fecha exacta (DIA/MES/AÑO)”. 

 

 

 



Restantes de 

experiencia 

profesional 

relacionada 

   23 

días 

Total  366 

días 

El concurso exige   360 

días 

Puntos asignados   40 

puntos 

 

Con base en los criterios del concurso presentados en el anexo de este y la normativa que regula en 

Colombia la certificación de experiencia previa para jóvenes mes entre los 14 y 28 años expuestos en esta tutela, 

la valuación de antecedentes debió ser de la siguiente manera. 

 

Tabla 1. Valoración de antecedentes. 

Sección Puntaje 

Experiencia profesional 10 

Experiencia Profesional relacionada 40 

Educación informal 15 

Total 65 puntos 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 

 

TUTELA 

 

a.) Inexistencia de otro medio de defensa judicial.  

 

La honorable Corte Constitucional ha decantado en su jurisprudencia la procedencia de la acción de tutela 

contra los ACTOS PREPARATORIOS o de TRÁMITE, argumentando que “ESTA CLASE DE ACTOS 

NO SON SUSCEPTIBLES DE ACCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA Y, EN TAL 

VIRTUD, NO EXISTE MEDIO ALTERNATIVO DE DEFENSA JUDICIAL QUE PUEDA SER 

UTILIZADO PARA AMPARAR LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES FUNDAMENTALES 

VULNERADOS O AMENAZADOS DE MANERA INMEDIATA”. Al respecto en sentencia SU-

201/94, expresó:  

 

“Partiendo del supuesto de que el acto de trámite o preparatorio no contiene propiamente una 

decisión en la cual se expresa en concreto la voluntad administrativa y que su control jurisdiccional 

se realiza conjuntamente con el acto definitivo, podría pensarse que la acción de tutela sólo es de recibo 



en relación con este último, como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (C.N., art. 

86, inc. 3º y D. 2591/91, art. 8º).  

 

“Corresponde al juez de tutela examinar en cada caso concreto y según las especiales 

circunstancias que lo rodeen, si un determinado acto de trámite o preparatorio tiene la virtud 

de definir una situación especial y sustancial dentro de la actuación administrativa, que de 

alguna manera se proyecte en la decisión principal y, por consiguiente, sea susceptible de 

ocasionar la vulneración o amenaza de violación de un derecho constitucional 

fundamental, en cuyo caso, la tutela es procedente como mecanismo definitivo destinado a 

proteger un derecho fundamental vulnerado o amenazado por la acción de la 

administración (...). 

 

Adicionalmente, existen otras razones para avalar la procedencia de la tutela contra los actos 

de trámite o preparatorios. Ellas son:  

 

— Esta clase de actos no son susceptibles de acción contenciosa administrativa y, en tal 

virtud, no existe medio alternativo de defensa judicial que pueda ser utilizado para amparar 

los derechos constitucionales fundamentales vulnerados o amenazados de manera 

inmediata.  

 

— Según el artículo 209 de la Constitución Nacional, “La función administrativa está al 

servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de 

igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad...” y el 

artículo 29 de la Constitución Nacional, garantiza el debido proceso en las actuaciones 

administrativas. La tutela contra actos de trámite que definen una cuestión esencial dentro 

de la actuación administrativa, a la manera de una medida preventiva, como se explicó 

antes, persigue la finalidad de que las actuaciones administrativas adelantadas con 

anterioridad a la adopción de la decisión final se adecuen a los mencionados principios y 

aseguren el derecho de defensa de los administrados. De esta manera, se logra la efectividad 

de los derechos de los administrados en forma oportuna, se les evita el tener que acudir 

necesariamente a la jurisdicción de lo contencioso administrativo para obtener su protección, 

a través de la impugnación del acto definitivo y, consecuencialmente, se conjura la 

proliferación de los procesos ante dicha jurisdicción, lo cual indudablemente redunda en 

beneficio del interés público o social.” 

 

b.) Ineficacia de otro medio de defensa judicial.  

 

En el sub júdice están debidamente probados los elementos antes citados, toda vez que, de acudir a la 

acción contencioso administrativa para solicitar la nulidad del acto administrativo contentivo de la 

valoración de antecedentes del concurso de la AEROCIVIL, tornaría en ilusorio e ineficaz el efecto de un 

eventual fallo a mi favor porque sería inoportuna la decisión que adoptaría la justicia administrativa, pues 

para cuando pudiera pronunciarse ya se habría producido el nombramiento en periodo de prueba con quien 

ocupe el primer lugar de elegibilidad. Además, según se infiere de los literales a), b) y h) del artículo 12 



de la ley 909 de 20045, los cuales son aplicables por analogía al caso concreto en virtud de lo dispuesto 

en el artículo 3 de la referida Ley, la invalidación total o parcial del concurso, enerva sus efectos antes de 

que se profieran los actos administrativos de contenido particular y concreto, pues una vez elaborada la 

lista de elegibles, lo que procede es la exclusión de las personas que hubieren incurrido en la violación de 

las leyes y los reglamentos, o la revocatoria del nombramiento o cualquier otro acto administrativo 

relacionado con el presunto infractor.  

 

Lo anterior implica, que una vez conformada la lista de elegibles del y de haberse efectuado el respectivo 

nombramiento en período de prueba, no podría invalidarse el concurso para que se proveyera dicho cargo 

con el suscrito, debido a que no existe responsabilidad del aspirante en la irregularidad detectada, pues 

ella recae únicamente en la entidad que convocó a concurso, de lo cual surge la urgencia de adoptar las 

medidas necesarias por la vía de amparo constitucional deprecada a fin de conjurar oportunamente el 

perjuicio a mi patrimonio y a mi núcleo familiar. Sobre este tópico, la Corte Constitucional se ha referido 

al tema en la sentencia SU-086 de 1999, de la manera siguiente: 

 

“Para los propósitos de hacer efectivos los enunciados derechos fundamentales de manera 

oportuna y cierta, y para asegurar la correcta aplicación del artículo 125 de la Constitución, 

no es la acción electoral -que puede intentarse ante la jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo- el medio judicial idóneo con efectividad suficiente para desplazar a la 

acción de tutela. Se trata, desde luego, de una acción pública que puede ser intentada por 

cualquier ciudadano, pero que no tiende a reparar de manera directa y con la oportunidad 

necesaria los derechos fundamentales de quienes han participado en el concurso.  

 

Tampoco es idónea la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, cuyo objeto difiere 

claramente del que arriba se expone.  

 

Sobre el tema, la Sala Plena de la Corte reitera lo expuesto en ocasiones anteriores: "El acto 

de la administración que establece la lista de elegibles constituye un acto administrativo, 

porque la administración, hace una evaluación fáctica y jurídica, emite un juicio y produce 

consecuencialmente una decisión, la cual es generadora de derechos y creadora de una 

situación jurídica particular, en el sentido de que las personas incluidas en dicha lista tienen 

una expectativa real de ser nombradas en el correspondiente empleo.  

 

Indudablemente, la elaboración de dicha lista constituye un acto preparatorio de otro, como 

es el nombramiento en período de prueba de la persona seleccionada, pero ello no le resta 

a aquél su entidad jurídica propia e independiente de éste. 

 

Con respecto a las personas no incluidas en la lista por no haber obtenido el puntaje 

correspondiente a juicio de la administración, según las bases del concurso, se genera 

igualmente una situación jurídica particular y concreta aunque negativa, en el sentido de que 

la determinación de la lista de elegibles conlleva la decisión desfavorable a ser tenidas en 

cuenta para la provisión del empleo; a las personas que han sido ubicadas en dicha lista en 

un lugar que no corresponde, conforme a los resultados reales y atendidas las bases del 



concurso, también se les crea una situación jurídica de la misma índole, porque se les limita, 

restringe o se les anula la posibilidad de ser nombradas en el empleo que debe ser provisto. 

 

Desde un punto de vista meramente formal, es obvio que contra el acto en cuestión los 

afectados pueden intentar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho; pero a juicio 

de la Sala este medio alternativo de defensa judicial no es idóneo y eficaz, por las siguientes 

razones:  

 

- La no inclusión de una persona en la lista de elegibles o la figuración de ésta en un lugar 

que no corresponde, según las consideraciones precedentes, puede implicar la violación de 

derechos fundamentales, entre otros, a la igualdad, al debido proceso y al trabajo.  

 

- La acción contenciosa administrativa mencionada, en caso de prosperar, tendría como 

resultado la anulación del acto administrativo en referencia, esto es la lista de elegibles e 

igualmente el restablecimiento de derecho.  

 

Sin embargo, cabría preguntarse, ¿en qué consistiría dicho restablecimiento?  

 

Hipotéticamente podría pensarse que el restablecimiento del derecho lesionado se lograría 

de dos maneras: 1) reconociendo al afectado el pago de una presunta indemnización. 2) 

Emitiendo la orden a la administración para que rehaga la lista de elegibles e incluya a quien 

resultó favorecido con la acción dentro de dicha lista en el lugar que corresponda, según el 

puntaje real obtenido. 

 

En cuanto al pago de la indemnización, estima la Sala que existen dificultades jurídicas y 

prácticas para tasarla, pues los perjuicios morales difícilmente podrían reconocerse, por no 

darse los supuestos jurídicos y fácticos que para ello se requiere; en cuanto a los perjuicios 

materiales, realmente no existirían unos parámetros ciertos con base en los cuales pudieran 

ser no sólo reconocidos, sino liquidados, pues cabría preguntarse, ¿en qué forma se 

evaluaría el perjuicio consistente en no ser incluido en una lista de elegibles, o en ser 

ubicado en ésta en un lugar que no corresponda al puntaje obtenido por el interesado?, si 

se tiene en cuenta que la colocación en dicha lista es apenas un acto preparatorio del 

nombramiento y, por lo tanto, tan sólo crea una expectativa para ser designado en el 

empleo.  

 

Además, el reconocimiento de la indemnización, no puede actuar como un equivalente o 

compensación de la violación del derecho fundamental, pues lo que el ordenamiento 

constitucional postula es su vigencia, goce y efectividad en cabeza de su titular; dicho de 

otra manera, la indemnización que se reconocería no sería idónea para obtener la 

protección del derecho fundamental que ha sido conculcado por la actuación de la 

administración.  

 



La orden a la administración para que reelabore la lista de elegibles, con la inclusión en 

ella del demandante en el proceso contencioso administrativo, carece de objeto y de un 

efecto práctico, porque dicha lista tiene como finalidad hacer posible la oportuna provisión 

del cargo o de los cargos correspondientes y para la época en que se dictaría la sentencia, 

ya la administración habría realizado los nombramientos y las personas designadas han 

adquirido la estabilidad en el cargo que da su escalafonamiento en la carrera 

administrativa, estabilidad que no se puede desconocer porque su nombramiento se realizó 

en forma legítima y con base en un acto que era válido -la lista de elegibles- para la época 

en que se hizo la designación, y obviamente el escalafonamiento en carrera luego de superado 

el período de prueba también es legítimo. Es decir, que el resultado del proceso contencioso 

administrativo no tiene por qué afectar las situaciones jurídicas válidas que quedaron 

consolidadas, con fundamento en el concurso, en favor de quienes fueron incluidos en la lista 

de elegibles y fueron designados para los respectivos cargos. POR CONSIGUIENTE, 

QUIEN TRIUNFÓ EN EL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NO 

OBTIENE CON SU ACCIÓN EL RESULTADO DESEADO, CUAL ES EL DE SER 

NOMBRADO EN EL CARGO CORRESPONDIENTE. Ello es así, porque el 

restablecimiento del derecho, a juicio de la Sala, no puede ser ordenado en el sentido de 

que se nombre al citado en el empleo al cual aspira pues semejante obligación no se le puede 

imponer a la administración, ya que, para ser nombrado, previamente debe estar incluido 

en la lista de elegibles. 

 

ES MÁS, LA ORDEN DE REELABORAR LA LISTA NO TIENE UN SUSTENTO 

JURÍDICO SERIO, PUES A LA ADMINISTRACIÓN SE LE CONMINARÍA A QUE 

MODIFIQUE UN ACTO ADMINISTRATIVO QUE YA SE ENCUENTRA 

EXTINGUIDO POR EL AGOTAMIENTO DE SU CONTENIDO, LO CUAL, 

ADEMÁS, COMO SE DIJO ANTES NO TIENE UN EFECTO PRÁCTICO. 

 

La provisión de empleos públicos a través de la figura del concurso, obedece a la 

satisfacción de los altos intereses públicos y sociales del Estado, en cuanto garantiza un 

derecho fundamental como es el acceso a la función pública, realiza el principio de 

igualdad de tratamiento y de oportunidades de quienes aspiran a los cargos públicos en 

razón del mérito y la calidad y constituye un factor de moralidad, eficiencia e imparcialidad 

en el ejercicio de la función administrativa. Por lo tanto, la oportuna provisión de los 

empleos, con arreglo al cumplimiento estricto de las reglas del concurso y el 

reconocimiento efectivo de las calidades y el mérito de los concursantes asegura el buen 

servicio administrativo y demanda, cuando se presenten controversias entre la 

administración y los participantes en el concurso, de decisiones rápidas que garanticen 

en forma oportuna la efectividad de sus derechos, más aún cuando se trata de amparar 

los que tienen el carácter de fundamentales". (Cfr. Corte Constitucional. Sala Segunda de 

Revisión. Sentencia T- 256 del 6 de junio de 1995. M.P.: Dr. Antonio Barrera Carbonell). 

 

Por lo tanto, no se aceptan los argumentos expuestos por la Sala Administrativa del Consejo 

Superior de la Judicatura sobre una posible improcedencia de la acción de tutela, que, por el 



contrario, SE ESTIMA EL ÚNICO MECANISMO IDÓNEO PARA RESTAURAR 

EFICAZ Y OPORTUNAMENTE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 

VIOLADOS. (Resaltado extra texto)  

 

ARTICULO 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 

lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 

protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 

 

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 

abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 

competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 

aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 

prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 

respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 

 

TRABAJO 

 

ARTÍCULO 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la 

especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas. 

 

EL DEBIDO PROCESO.  

 

ARTICULO 29.  El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal 

competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley 

permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea 

sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante 

la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin ilaciones injustificadas; a presentar 

pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser 

juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del 

debido proceso. 

 

DERECHO DE IGUALDAD Y DE ACCESO A LOS CARGOS PÚBLICOS.  

 

Vulneración por ejercer un trato discriminatorio al valorar antecedentes. El artículo 13 de la Constitución 

prevé que “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y 

trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades (…)”. Este 



derecho exige que, los casos similares deban ser tratados de igual manera, así como las situaciones 

diferentes deben recibir un trato desigual, por ende “su evaluación debe darse desde un aspecto sustancial, 

de manera que, la evidencia de un trato desigual constitucionalmente reprochable deberá provenir de la 

demostración de la existencia de un criterio diferenciador carente de objetividad y razonabilidad, a través 

de la aplicación de una guía metodológica denominada “test de igualdad”. 

 

La Constitución Política de Colombia en el numeral 7 del artículo 40 determina que todos los ciudadanos 

tienen el derecho fundamental a participar en condiciones de igualdad en la conformación, ejercicio y 

control del poder político. Igualmente, se establece que para que este derecho sea efectivo se puede tener 

acceso al desempeño de funciones y cargos públicos, conforme a las reglas del concurso público y a los 

méritos y calidades propias (C.P. art 125). Cabe resaltar que esta posibilidad deriva de la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos en donde se reconoce la igualdad de los ciudadanos ante la ley y se 

declara que pueden acceder a todas las dignidades, puestos y empleos por su capacidad y sin distinción 

diferente que sus virtudes y talentos.  

 

Por tal motivo ha indicado esta Corporación que el principio de igualdad es contrario a cualquier 

regulación que contenga requisitos diferentes al mérito y capacidad de los participantes, sin tener un 

fundamento objetivo o donde las pruebas no hayan sido valoradas razonablemente ni de manera acorde a 

su importancia, de conformidad al cargo que se va a otorgar, ya que con tales actuaciones se obstruye el 

derecho a acceder a los cargos públicos en condiciones igualitarias.  

 

Respecto al principio de igualdad de oportunidades, ha indicado la jurisprudencia constitucional que se 

refiere a las ocasiones de las personas para compartir la misma posibilidad de tener un empleo, sin importar 

que con posterioridad y por motivos justos no se logren las mismas posiciones o el cargo que se pretendía. 

De esta manera, las opciones al acceso a empleos estatales dentro del régimen de carrera conllevan a que 

las expectativas de las personas sean concretadas en el reconocimiento de oportunidades iguales sin que 

se les permita a las autoridades generar tratos preferentes sin que medie una justificación objetiva. 

 

La jurisprudencia Constitucional dice que la igualdad en abstracto, implica una identidad en la 

oportunidad, al paso que en lo específico requiere un discernimiento, una diferencia y una 

proporcionalidad: se iguala lo diverso, no por homologación, sino por adecuación. Al respecto, ha 

expresado en varias ocasiones, concretamente en sentencia C-242 de 2009 la multiplicidad de significados 

que presenta la igualdad. En tal sentido, ha reseñado este órgano que:  

 

“la igualdad como valor (preámbulo) implica la imposición de un componente fundamental 

del ordenamiento; la igualdad en la Ley y ante la Ley (artículo 13 inciso 1°, desarrollado en 

varias normas específicas) fija un límite para la actuación promocional de los poderes 

públicos; y la igualdad promocional (artículo 13 incisos 2° y 3°) señala un horizonte para la 

actuación de los poderes públicos”.  

 

Bajo esa perspectiva, ha afirmado que la expresión del artículo 13 de la Constitución según la cual la ley 

debe ser aplicada de la misma forma a todas las personas, constituye la primera dimensión del derecho a 

la igualdad plasmada en el artículo 13 Superior, cuyo desconocimiento se concreta cuando “una ley se 



aplica de forma diferente a una o a varias personas con relación al resto de ellas”, con lo cual, en palabras 

de la Corte, sobreviene una vulneración del derecho a la igualdad al reconocer consecuencias jurídicas 

diferentes a personas cuya conducta o estado se subsume en un mismo supuesto normativo.  

 

Por otro lado, dicha judicatura ha enfatizado, que una de las principales garantías en los casos en que se 

produce un acto de discriminación, consiste precisamente en que se invierta la carga de la prueba, en 

especial cuando se trata de personas que alegan haber sido sometidas a tal trato, con base en una categoría 

sospechosa de discriminación. Sobre este asunto, se señaló reiteradamente que:  

 

“Los actos discriminatorios suelen ser de difícil prueba. De ahí que sea apropiado que la carga 

de probar la inexistencia de discriminación recaiga en cabeza de la autoridad que expide o 

aplica una disposición jurídica, no así en quien alega la violación de su derecho a la igualdad, 

especialmente cuando la clasificación que se hace de una persona es sospechosa por tener 

relación con los elementos expresamente señalados como discriminatorios a la luz del derecho 

constitucional.” Corte Constitucional, sentencia T-098 de 1994 (MP Eduardo Cifuentes 

Muñoz). 

 

También ha manifestado que la igualdad constituye uno de los objetivos de la administración de justicia, 

que no solo se nutre de la seguridad jurídica y el debido proceso, sino también de otros principios que los 

complementan tales como el de la buena fe, que obliga a las autoridades del Estado –entre ellas los jueces- 

a proceder de modo coherente y de abstenerse de defraudar la confianza que depositan en ellas los 

ciudadanos (art. 83 superior). Sobre estos principios, en la C836 de 2001 se considera que: 

 

“(…), en un Estado contemporáneo, establecido como social de derecho, en el cual la labor de 

creación del derecho es compartida, la estabilidad de la ley en el territorio del Estado y en el 

tiempo no son garantías. jurídicas suficientes. En nuestro Estado actual, es necesario que la 

estabilidad sea una garantía jurídica con la que puedan contar los administrados y que cobije 

también a la interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico. Sólo así se puede asegurar 

la vigencia de un orden justo” (C.P. art. 2º).  

 

En sentencia T-691 de 2012, dijo que es necesario “…hacer una distinción entre un trato diferente que se 

encuentra justificado de forma objetiva y razonable en la Constitución, y un trato diferente que tan sólo 

puede ser 'explicado'. Así, la jurisprudencia constitucional indicó que el hecho de que un acto 

discriminatorio se pueda explicar no implica que se pueda justificar. Poder dar razones acerca de por qué 

se realizó un acto, no implica, necesariamente, que tales razones sean válidas a la luz del marco axiológico 

que impone la Constitución.”  

 

Igualmente, ha dicho que este principio debe caracterizar toda la actividad estatal, máxime cuando se 

advierte que las situaciones comprometen los derechos de las personas, como el del derecho a la igualdad 

de oportunidades para acceder al desempeño de cargos y funciones públicas. Para la Corte el sistema 

de concurso constituye, a no dudarlo, la expresión más acabada de este derecho, en la medida en que 

coloca a todas las personas en la posibilidad de participar en aquél, sin cortapisas excluyentes. (Negrillas 

extra texto).  



Adicionalmente, ha develado que la observancia del mérito se relaciona con el cumplimiento de “los 

principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad” que, según 

el artículo 209 de la Carta, deben guiar el cumplimiento de la función administrativa31, pues 

“independientemente de los efectos jurídicos de cada forma de vinculación al Estado -por carrera, libre 

nombramiento y remoción o concurso-, todos los empleos públicos buscan un objetivo común, cual es el 

mejor desempeño de sus funciones para la consecución de los fines estatales”. 

 

En esa medida, estima que las materias relativas a la función pública que han sido confiadas a la 

configuración del legislador, tienen que ver con los derechos de los trabajadores consagrados en el artículo 

53 superior y con el derecho de los ciudadanos de acceder “al desempeño de funciones y cargos 

públicos”, establecido en el artículo 40-7 de la Constitución y que tratándose del derecho a la 

igualdad, previsto en el artículo 13 constitucional, su jurisprudencia ha destacado que el acceso al 

desempeño de cargos públicos compromete dos de sus dimensiones que son la igualdad de trato y la 

igualdad de oportunidades.  

 

Pues, bien, en el caso concreto se tiene que la Universidad Libre también vulnera el derecho de igualdad 

en sus dos dimensiones; que son la igualdad de trato ante la Ley y para el acceso a los cargos públicos del 

accionante, puesto que la falta de valoración del certificado del diplomado en MIPG y la experiencia 

reflejada en la certificación de la Alcaldía de Bucaramanga, restringe de forma arbitraria mis aspiraciones, 

deja entrever que con esto no se mide con el mismo rasero el procedimiento de valoración de requisitos 

del cargo, en cuanto se me aplica de una forma diferente lo establecido en el Manual de Funciones del 

cargo, la Resolución y los Anexos del Concurso.  

 

Las valoraciones equivocadas de mis antecedentes quedan sin justificación a la luz del derecho de igualdad 

de oportunidades y de los principios de favorabilidad laboral y pro homine. En ese sentido, poder dar 

razones acerca de por qué se realizó un acto o se aplicó un determinado criterio en lugar de otro al 

momento de efectuar la valoración de antecedentes, no implica, necesariamente, que tales razones sean 

válidas a la luz del marco axiológico que impone la Constitución. Todo lo contrario, esta decisión 

comporta una medida discriminatoria, por cuanto se aplica un criterio de valoración restrictivo y distinto 

al que se ha aplicado a los demás concursantes para el mismo cargo, lo cual es violatorio del derecho de 

igualdad y de acceso a cargos públicos, porque me relega a una tercera posición de elegibilidad. 

 

PRETENSIÓN 

 

Ante la no aplicación cabal e integral de las reglas del juego del proceso de seleccion N.° 2509 Aerocivil 

Primera Fase, establecidas en el acuerdo del concurso, en la reclamación hecha al operador para que 

revisara y recalificara mi educación informal y experiencia. 

 

Solicito respetuosamente al señor Juez, que ordene al operador del concurso ceñirse a las reglas de juego 

estipuladas en el del concurso y la normatividad vigente, y en ese sentido proceda a analizar y dar el 

puntaje correspondiente a la certificación del diplomado MIPG y el total de la certificación expedida por 

la Alcaldía de Bucaramanga periodo 19 de septiembre de 2022 – 30 de diciembre de 2022, donde me hace 

falta 1 mes y 6 días. 



Asi mismo, solicito puntúe el diplomado MIPG de acuerdo con el acuerdo, quedando con un puntaje de 

15 en la educación informal, así como la certificación de la Alcaldía de Bucaramanga, con la cual quedaría 

con un puntaje de 40 en la experiencia profesional relacionada. 

 

JURAMENTO. 

 

Bajo la gravedad de juramento manifiesto que no he promovido acción de tutela por los mismos hechos 

ante otra autoridad 

 

PRUEBAS. 

 

Téngase como pruebas las que relaciono a continuación: 

1. Cédula de ciudadanía 

2. Acuerdo No 74 del 3 de octubre del 2023 

3. Anexo técnico del concurso 

4. Manual de funciones del cargo 

5. Certificación diplomado MIPG 

6. Certificación Alcaldía de Bucaramanga 

7. Reclamación frente a la evaluación de antecedentes. 

8. Respuesta de la reclamación. 

 

NOTIFICACIONES. 

 

Accionante: Las recibiré en la carrera 30 #34-39, barrio La Aurora, Bucaramanga, Santander o en el 

correo electrónico nasda_99@hotmail.com. 

Accionada: CALLE 8 # 5-80, Bogotá D.C. o en el correo electrónico: 

notificacionesjudiciales@unilibre.edu.co  

 

Atentamente,  

 

 

Daniela Andrea Benavides Aguilera 

1010244272 de Bogotá D.C. 

 

 

mailto:nasda_99@hotmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@unilibre.edu.co
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Bucaramanga, 27 de enero de 2025 

 

Señores 

Universidad Libre 

Comisión Nacional del Servicio Civil 

Bogotá, Colombia 

 

Asunto: Reclamación prueba valoración de antecedentes del Proceso de Selección 

No. 2509 – Aerocivil Primera Fase. 

 

En mi calidad de concursante inscrita en el concurso de méritos en el asunto referido, mediante el 

presente escrito manifiesto que interpongo reclamación frente al acto de valoración de antecedentes 

publicados el 24 de enero de 2025, teniendo como fundamento los siguientes elementos: 

1. EDUCACIÓN NO FORMAL 

Revisada la valoración de antecedentes en el ítem relacionado con la educación no formal se observa 

la siguiente inconsistencia: 

1.1 No se me tuvo en cuenta el diplomado de 159 horas en  MIPG - Modelo Intrgrado de 

Planeación  y Gestión, desarrollado por la ESAP. Argumentando que el mismo no tenía que 

ver con las fucniones del cargo, lo cual no es cierto, ya que una de las funciones del cargo 

al que apliqué advierte que el profesional debe APOYAR EN LAS ACTIVIDADES 

ENCAMINADAS AL MEJORAMIENTO CONTINUO DE LOS ASUNTOS DE SU 

COMPETENCIA, EN EL MARCO DE LA IMPLEMENTACION Y SOSTENIBILIDAD DEL 

MODELO INTEGRADO DE PLANEACION Y GESTION, Y FRENTE A LOS HALLAZGOS 

DERIVADOS DE LAS AUDITORIAS INTERNAS Y EXTERNASAPOYAR EN LAS 

ACTIVIDADES ENCAMINADAS AL MEJORAMIENTO CONTINUO DE LOS ASUNTOS DE 

SU COMPETENCIA, EN EL MARCO DE LA IMPLEMENTACION Y SOSTENIBILIDAD DEL 

MODELO INTEGRADO DE PLANEACION Y GESTION, Y FRENTE A LOS HALLAZGOS 

DERIVADOS DE LAS AUDITORIAS INTERNAS Y EXTERNAS. Ver pantallazo de la OPEC 

publicado en el aplicativo SIMO. Anexo copia del certificado del diploma y manual de 

funciones donde se especifica dicha función. 

 

 

 

 



Pantallazo de la valoración hecha en relación con el diplomado MIPG: 

 

 

2. EXPERIENCIA PROFESIONAL  

Una vez revisada la valoración de antecedentes relacionada con el ítem experiencia profesional, se 

evidencian dos inconsistencias en dicha valoración: 

2.1 No me tuvieron en cuenta el total de la certificación expedida por la Alcaldía de 

Bucaramanga periodo 19 de septiembre de 2022 – 30 de diciembre de 2022, solo me tuvieron 

en cuenta desde el 25 de octubre de 2022 (posterior a la obtención del título), es decir me está 

haciendo falta 1 mes y 6 días que se contabilizan desde el 19 de septiembre de 2022 hasta el 

24 de octubre de 2022.  

El argumento utilizado por el operador del concurso para no tener en cuenta ese periodo es que 

la experiencia comprendida entre el 19 de septiembre de 2022 y el 24 de octubre de 2022 fue 

obtenida previo a la obtención del título, lo cual implica una concepción errada, toda vez que en 

múltiples ocasiones la Ley y la Comisión Nacional del Servicio Civil, han establecido que con el 

fin de promover la inserción laboral y productiva de los jóvenes, como es mi caso, se debe tener 

en cuenta como experiencia profesional, la experiencia obtenida previo a la obtención del título 

pero posterior a la terminación de materias, en el caso en concreto terminé materias en el mes 

de julio del año 2021, lo cual se puede acreditar verificando el inicio de mi judicatura (para iniciar 

es requisito indispensable haber terminado materias).  

 

 



Pantallazo de valoración de antecedentes de experiencia profesional 

 

Así las cosas, teniendo en cuenta que en la certificación aportada por mí en el momento de la 

inscripción, se establece que inicié el 19 de septiembre de 2022 y terminé el 30 de diciembre 

de 2022, y me tuvieron en cuenta solo desde el 25 de octubre de 2022, quedó haciendo falta 

que me validen 1 mes y 6 días.  Anexo certificación. 

Pantallazo del certificado expedido por la alcaldía de Bucaramanga, donde se evidencia el 

tiempo laborado allí. 

 

 

 

 

 

 

 

A continuación, los fundamentos jurídicos en los que soporto lo anteriormente mencionado.  

 

 Ley 2039 del 2020 

ARTÍCULO 2. Equivalencia de experiencias. Con el objeto de establecer incentivos 

educativos y laborales para los estudiantes de educación superior de pregrado y 



posgrado, educación técnica, tecnológica, universitaria, educación para el trabajo y 

desarrollo humano, formación profesional integra/ del SENA, escuelas normales 

superiores, así como toda la oferta de formación por competencias, a partir de la presente 

ley, las pasantías, prácticas, judicaturas, servicio en los consultorios jurídicas, monitorias, 

contrato laborales, contratos de prestación de servicios, la prestación del Servicio 

Social PDET y la participación en grupos de investigación debidamente certificados por 

la autoridad competente, serán acreditables como experiencia profesional válida, 

siempre y cuando su contenido se relacione directamente con el programa académico 

cursado. Subraya fuera del texto 

 Decreto 952 del 2021 

ARTÍCULO 2.2.5.6.5. Certificación de experiencia adquirida por desarrollo de 

contratos laborales y contratos de prestación de servicios. Para acreditar la 

experiencia previa adquirida por contratos laborales y contratos de prestación de 

servicios, las autoridades encargadas del diseño y desarrollo de los concursos públicos 

de méritos, los directores de contratación y los jefes de talento humano o quienes hagan 

sus veces en las entidades públicas solo tendrán en cuenta las certificaciones de los 

contratos que expidan a su respecto las entidades contratantes. 

PARÁGRAFO 1. La certificación a que se refiere este artículo deberá incluir, al menos, 

los siguientes elementos: el nombre del trabajador o contratista, su documento de 

identificación, la fecha de inicio y de terminación del contrato, la jornada laboral (solo en 

el caso de los contratos laborales) y las funciones u obligaciones, según corresponda. 

 

2.2 No me tuvieron en cuenta la experiencia adquirida en el Consultorio Jurídico el cual se 

llevó a cabo en la Universidad Externado de Colombia desde el mes de julio de 2020 

al mes de julio de 2021, según certificación expedida por la misma Universidad, el 

rechazo de esta experiencia se dio bajo el argumento de que "El documento aportado 

no es válido para la asignación de puntaje en el ítem de Experiencia, por cuanto 

corresponde a experiencia anterior a la obtención del título profesional." 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Pantallazo de la valoración realizada respecto del consultorio jurídico 

 

Valoración que es erronea frente a lo establecido en la normatividad nacional y el criterio unificado 

expedido por la Comisión Nacional del Servicio Civil, en busca de promover la insercion laboral y 

productiva de los jovenes menores de 28 años, como es mi caso,  a continuación la normatividad. 

 Ley 2039 de 2020 

ARTÍCULO 2. Equivalencia de experiencias. Con el objeto de establecer incentivos 

educativos y laborales para los estudiantes de educación superior de pregrado y 

posgrado, educación técnica, tecnológica, universitaria, educación para el trabajo y 

desarrollo humano, formación profesional integra/ del SENA, escuelas normales 

superiores, así como toda la oferta de formación por competencias, a partir de la presente 

ley, las pasantías, prácticas, judicaturas, servicio en los consultorios jurídicas, 

monitorias, contrato laborales, contratos de prestación de servicios, la prestación del 

Servicio Social PDET y la participación en grupos de investigación debidamente 

certificados por la autoridad competente, serán acreditables como experiencia 

profesional válida, siempre y cuando su contenido se relacione directamente con el 

programa académico cursado. Subraya fuera del texto 

(…) 

PARÁGRAFO 4. Para el caso del servicio en consultorios jurídico la experiencia máxima 

que se podrá establecer en la tabla de equivalencias será de seis (6) meses. 



 Criterio 821 del 2021 expedido por la Comisión Nacional del Servicio Civil 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, me debieron validar 6 meses de experiencia profesional relacionada, 

o no relacionada, en tanto que esta experiencia aplica para ambas categorías. 

En conclusión, en la valoración de antecedentes no debí haber obtenido una puntuación de 46.94 sino 

un puntaje mayor, teniendo en cuenta que se debió valorar el diplomado de MIPG y los 7 meses y 6 

días de experiencia profesional soportada en las certificaciones del consultorio jurídico y la de la 

Alcaldía de Bucaramanga que no me validaron completamente en el periodo comprendido entre el 19 

de septiembre de 2022 y 30 de diciembre de 2022. 

 

Cordialmente, 

Daniela Andrea Benavides Aguilera 

1.010.244.272 

 
Anexos: Manual de funciones del cargo al cual me presenté 

              Certificado diplomado MIPG  

              Certificado de experiencia laboral de la Alcaldía de Bucaramanga periodo 19 de septiembre de2022 – 30 de diciembre de 2022 

              Certificado Consultorio jurídico 
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La suscrita Directora del CONSULTORIO JURIDICO de la UNIVERSIDAD EXTERNADO DE 
COLOMBIA, 
 
 
 

H A C E    C O N S T A R 
 
 
 
Que el señor (a) DANIELA ANDREA BENAVIDES AGUILERA con la cédula de ciudadanía 

número 1.010.244.272 de BOGOTA D.C., realizó satisfactoriamente su práctica de Consultorio 

Jurídico durante el año AGOSTO 2020/2021 como miembro de la Sala de Derecho CIVIL 

cumpliendo a cabalidad con este requisito. 

 

La presente constancia se expide en la ciudad de Bogotá, D.C, a los diez (10) días del mes de 

agosto del año dos mil veintiuno (2021) con destino AL INTERESADO. 

            
  
 
         
 
MARIA JULIETA VILLAMIZAR DE LA TORRE                 ETNA YOLIMA PARRRA ANGEL  
                        Directora                                                                   Secretaria  
 
 
 
  
 

 

 

 
 



 

 

 
Bogotá D.C., Febrero de 2025 
 
 
 
DANIELA ANDREA BENAVIDES AGUILERA 
Aspirante del Concurso de Méritos 
Inscripción: 800011947 
Cédula: 1010244272 
Proceso de Selección No. 2509 – Aerocivil Primera Fase. 
 

 
Radicado de Entrada CNSC No. 958355319 
Asunto: Respuesta a la reclamación presentada frente a los 
resultados de la prueba de Valoración de Antecedentes, en el marco 
del Proceso de Selección No. 2509 – AEROCIVIL PRIMERA FASE. 
 
 

 
Aspirante: 
 
Previo a realizar el estudio de su reclamación, le informamos que en virtud del artículo 7° 
de la Ley 909 de 2004 y lo contemplado en el numeral 8.1 del Anexo de Especificaciones y 
Requerimientos Técnicos del Contrato de Prestación de Servicios No. 349 de 2024, la 
CNSC en ejercicio de sus competencias, llevó a cabo la prueba de Valoración de 
Antecedentes.  
 
De ahí que, el pasado 24 de enero de 2025, fueron publicados los resultados preliminares 
de la mencionada prueba para los niveles Profesional Aeronáutico y Técnico Aeronáutico, 
a través de la página web oficial de la Comisión Nacional del Servicio Civil –CNSC 
https://www.cnsc.gov.co/, enlace SIMO1, en desarrollo y aplicación del principio del mérito, 
orientador del proceso. 
 
De acuerdo con lo descrito y, dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 19 del 
Acuerdo de Convocatoria No. 74 del 3 de octubre del 2023 y en el numeral 5.7 de su Anexo, 
la CNSC habilitó el aplicativo SIMO desde las 0:00 horas del día 27 de enero hasta las 
23:59 horas del día 31 de enero de 2025, para la presentación de las reclamaciones frente 
a los resultados obtenidos en la prueba de Valoración de Antecedentes, en salvaguarda del 
debido proceso que le asiste a todos los participantes.  
 
En consideración a ello, se evidencia que ejerció su derecho, formulando reclamación frente 
los resultados obtenidos en la prueba, la cual fue presentada dentro del término legalmente 
establecido, manifestando lo siguiente: 
 

“No me tuvieron en cuenta un diplomado y 7 meses y 6 días de experiencia.” 

 

                                                 
1 Numeral 5.6 del Anexo del Acuerdo No. 74 de 2023 – Proceso de Selección. 

https://www.cnsc.gov.co/


 

 

“Reclamación prueba valoración de antecedentes del Proceso de Selección No. 2509 
Aerocivil Primera Fase. Por los resultados publicados el 24 de enero de 2025” 
 
 

Así mismo, se evidenció que en el documento anexo a la reclamación, usted expresa lo 
siguiente: 

 
“(…) En conclusión, en la valoración de antecedentes no debí haber obtenido una puntuación 
de 46.94 sino un puntaje mayor, teniendo en cuenta que se debió valorar el diplomado de 
MIPG y los 7 meses y 6 días de experiencia profesional soportada en las certificaciones del 
consultorio jurídico y la de la Alcaldía de Bucaramanga que no me validaron completamente 
en el periodo comprendido entre el 19 de septiembre de 2022 y 30 de diciembre de 2022. 
(…)” 
 

En atención a lo expuesto se procede a dar respuesta en el marco de lo establecido en las 
reglas y principios que rigen el proceso de selección contempladas en el Acuerdo No. 74 
de 2023 y su Anexo, así:  
 
Respecto a su petición de validar el curso en MIPG- Modelo Integrado de Planeación y 
Gestión, nos permitimos indicarle que, durante la Prueba, se procedió a realizar el análisis 
pertinente, efectuando la comparación entre el documento aportado, con las funciones del 
empleo para el que concursa, denotando que, no fue posible evidenciar que la formación 
adquirida guarde relación con el empleo para la cual concursa, toda vez que este tiene 
como propósito “Gestionar las acciones jurídicas de las etapas precontractuales, 
contractuales y de supervisión requeridas en la ejecución de los programas y proyectos de 
la infraestructura y ayudas aeroportuarias, de conformidad con los procedimientos y 
políticas institucionales vigentes”.  
 
A su vez, las funciones misionales del mismo, son las siguientes: 
 

• Llevar a cabo las acciones jurídicas que se requieran en el proceso contractual de 
la dirección de infraestructura y ayudas aeroportuarias, de acuerdo con los 
procedimientos establecidos y la normatividad vigente. 

• Revisar que los contratos y convenios suscritos por la dirección de infraestructura y 
ayudas aeroportuarias se encuentren ajustados a las leyes vigentes. 

• Gestionar jurídicamente la proyección de los actos administrativos de la dirección 
de infraestructura y ayudas aeroportuarias en coordinación con la oficina jurídica, 
de conformidad con los procedimientos institucionales vigentes. 

• Elaborar las respuestas a pqrs asignadas por la dirección de infraestructura y 
ayudas aeroportuarias en coordinación con la oficina jurídica. 

• Implementar las estrategias de intervención para el desarrollo de la gestión jurídica 
de los procesos contractuales en los proyectos de la dirección de infraestructura y 
ayudas aeroportuarias de conformidad con los procedimientos institucionales 
vigentes. 



 

 

• Participar en la planeación, implementación y sostenibilidad del sistema de gestión 
de la seguridad operacional y seguridad de la aviación civil de acuerdo con la 
normatividad establecida. 

En concordancia con lo descrito, el Anexo del Acuerdo del Proceso de Selección, señala lo 
siguiente:  
 

“5. PRUEBA DE VALORACIÓN DE ANTECEDENTES 

 

Esta prueba se aplica con el fin de valorar la Educación y Experiencia acreditada por el aspirante, 

adicionales a los requisitos mínimos exigidos en el empleo a proveer. Se aplicará únicamente a los 

aspirantes que hayan superado la Prueba Eliminatoria (Prueba sobre Competencias Funcionales). No 

se va a aplicar a los aspirantes que en este proceso de selección deban presentar la Prueba de Ejecución 

ni a los admitidos a los empleos que no requieren Experiencia.  

 
Para efectos de esta prueba, en la valoración de la Educación se tendrán en cuenta los Factores de 
Educación Formal, Educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano y Educación Informal, en las 
condiciones que se definen en los numerales 5.1, 5.2 y 5.3 de este Anexo, dependiendo el nivel de 
empleo. 

 
(…) 

 

5.4 Criterios valorativos para puntuar la Educación en la Prueba de Valoración de Antecedentes  

En esta prueba se va a valorar únicamente la Educación relacionada con las funciones del empleo a 

proveer, que sea adicional a la acreditada para el requisito mínimo de Educación exigido para tal empleo. 

Para la correspondiente puntuación, se van a tener en cuenta los criterios y puntajes relacionados a 

continuación, los cuales son acumulables hasta los puntajes máximos definidos en los anteriores 

numerales de este Anexo para cada uno de los Factores de Evaluación.” 

 

Así las cosas, al momento de realizar el análisis donde se busca la relación entre la 
educación y el empleo, es un eje fundamental el propósito y las funciones, puesto que es 
con ello que es dable establecer la similitud. 
 
Para su conocimiento, la CNSC mediante el “Criterio Unificado para Verificación de 
Requisitos Mínimos y prueba de Valoración De Antecedentes de los aspirantes inscritos en 
los Procesos de Selección que realiza la CNSC para proveer vacantes definitivas de cargos 
de carrera administrativa, del 18 de febrero de 2021, se estableció:  
 

“4.2. Valoración de la experiencia relacionada 
Cuando exista una sola función relacionada con alguna de las del empleo a proveer, será suficiente para 
entender cumplido el requisito de experiencia, siempre y cuando, la experiencia adquirida con la función 
o actividad desempeñada se relacione con alguna de las funciones misionales del empleo, y no con una 
genérica o transversal, que es común a varios empleos distintos entre sí. 

 
Para su conocimiento, se precisa que para establecer un vínculo de relación-similitud con 
el empleo, se debe enfocar puntualmente en las funciones misionales, las cuales están 
directamente encaminadas a la consecución del propósito del mismo; a manera de 
ejemplificación, para determinar la naturaleza de las funciones, la Guía para establecer o 
modificar el manual de funciones y de competencias laborales, del Departamento 
Administrativo de la Función Pública, contempla: 
 
 



 

 

“3.1 Descripción del propósito principal del empleo 

 

Describe aquello que el empleo debe lograr o su razón de ser; es decir, el producto o servicio que ofrece 
y que lo caracteriza. 
(…) 
Cada empleo de la administración pública tiene un propósito principal o razón de ser único para el 
cumplimiento de la misión institucional. Dicho propósito es la descripción de su objeto fundamental en 
función del proceso/área al cual está adscrito. 

 

3.2 Descripción de las funciones esenciales del empleo 
A. Describen lo que una persona debe realizar.  
B. Responden a la pregunta: “¿qué debe hacerse para lograr el propósito principal?”.  
C. Cada función enuncia un resultado diferente.  
D. Su redacción sigue el mismo ordenamiento gramatical que para el propósito principal: verbo + objeto 
+ condición. 
 
Descripción de los conocimientos básicos o esenciales  
(…) 
saberes que debe poseer y comprender quien esté llamado al desempeño del empleo para realizar las 
funciones esenciales tales como: teorías, principios, normas, técnicas, conceptos y demás aspectos.” 

 
Es por ello que, dicha relación ha de establecerse sobre las funciones principales, 
identificables porque conllevan a la consecución del propósito.  
 
Así las cosas, previo a la inscripción, correspondía a cada aspirante revisar detalladamente 
los requisitos y funciones del empleo, y verificar que los documentos aportados con miras 
a la asignación de puntaje en la prueba de Valoración de Antecedentes se relacionaran con 
el empleo para el cual aplicaban. 
 
Sin dejar de lado que, al inscribirse el aspirante acepta todas las condiciones y reglas 
establecidas para este proceso de selección, consentimiento que se estipula como requisito 
general de participación de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo que regula la 
Convocatoria. 
 
Por otro lado, con respecto a la certificación expedida por ALCALDIA DE BUCARAMANGA, 
es preciso indicar que dicho documento se validó únicamente desde (25-10-2022) para la 
prueba de Valoración de Antecedentes, toda vez que, posee tiempo anterior a la obtención 
del título profesional solicitado por el empleo.  
 
Además, con respecto a la certificación expedida por UNIVERSIDAD EXTERNADO, es 
preciso indicar que dicho documento NO pudo ser tenido en cuenta para la prueba de 
Valoración de Antecedentes, toda vez que, posee tiempo anterior a la obtención del título 
profesional solicitado por el empleo.  
 



 

 

Ante lo cual, el Anexo del Acuerdo del Proceso de Selección que nos ocupa refiere:  
 

“3.1.1. Definiciones.  
(…) 
m) Experiencia Profesional: Es la adquirida a partir de la terminación y aprobación del pénsum académico 
de la respectiva Formación Profesional, en el ejercicio de las actividades propias de la profesión o 
disciplina exigida para el desempeño del empleo La experiencia adquirida con posterioridad a la 
terminación de estudios en las modalidades de Formación Técnica Profesional o Tecnológica, no se 
considerará Experiencia Profesional (Decreto 1083 de 2015, artículo 2.2.2.3.7). 
(…) 
n) Experiencia Profesional Relacionada: Es la adquirida a partir de la terminación y aprobación del 
pénsum académico de la respectiva Formación Profesional, en el ejercicio de empleos o actividades que 
tengan funciones similares a las del empleo a proveer.” [Subrayado fuera de texto]. 

 
Así mismo, el numeral 3.1.4 del precitado Anexo, indica:  
 

“(…) Por otra parte, si el aspirante pretende que se le contabilice la Experiencia Profesional a partir de 
la fecha de terminación y aprobación de las materias que conforman el programa cursado, debe adjuntar 
con su inscripción al proceso de selección, la certificación expedida por la respectiva institución 
educativa, en la que conste la fecha de terminación y aprobación (día, mes, año) de la totalidad del 
pénsum académico de dicho programa. En caso de no aportarse esta certificación al momento de la 
inscripción al empleo, esta experiencia se contabilizará a partir de la fecha de obtención del Título 
Profesional (el cual debe ser allegado en la misma etapa). En los casos en que el aspirante, para 
acreditar el requisito de Estudio, aporte únicamente la Tarjeta o Matrícula Profesional, pero ésta no 
contenga la fecha de grado, la Experiencia Profesional se contabilizará a partir de la fecha de expedición 
de la misma. Para los profesionales de la Salud, la Ingeniería y las Profesiones Afines o Auxiliares de 
esta última, se tendrá en cuenta lo dispuesto en el acápite de Definiciones del presente Anexo. (…)” 
[Subrayado fuera de texto]. 

 
Por consiguiente, al evidenciar en el aplicativo SIMO que usted aportó para el presente 
proceso de selección el título Profesional, su experiencia profesional se contabilizó a partir 
de la fecha referida en el mencionado folio, siendo ésa el 25-10-2022.  
 
Con los anteriores argumentos fácticos y legales, SE CONFIRMA el puntaje de 46.94 
publicado el día 24 de enero de 2025, en la prueba de Valoración de Antecedentes, dando 
cumplimiento de lo establecido en la Ley, el Acuerdo de Convocatoria y su Anexo; normas 
que rigen el Proceso de Selección 2509 – Aerocivil Primera Fase. 
 
La presente decisión responde de manera particular a su reclamación; no obstante, acoge 
en su totalidad la atención de la respuesta conjunta, única y masiva, que autoriza la 
Sentencia T-466 de 2004 proferida por la Corte Constitucional, así como las previsiones 
que para estos efectos fija el Artículo 22 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, sustituido en la Ley 1755 de 2015. 
 
Asimismo, se le informa que esta decisión se comunicará a través de la página web oficial 
de la CNSC, www.cnsc.gov.co, en el enlace SIMO; cumpliendo de esta manera con el 
procedimiento del Proceso de Selección y el mecanismo de publicidad que fija la Ley 909 
de 2004 en su Artículo 33. 
 
 
 
 

http://www.cnsc.gov.co/


 

 

Finalmente, se advierte que contra la presente decisión no procede recurso alguno, de 
conformidad con el numeral 5.7 del Anexo del Acuerdo del Proceso de Selección.  
 
Cordialmente, 
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Supervisor Contrato No. 349 de 2024 
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